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SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


De acuerdo con lo planificado, la Comisión ya tendría que haber finalizado el tratamiento del proyecto 
relativo a las modificaciones del impuesto anual de enseñanza primaria. Es por eso que cuando ustedes nos 
solicitaron esta entrevista les propusimos que fueran recibidos por la Comisión de Presupuestos, ya que 
algunos de los puntos que quieren plantear tienen que ver con su desempeño como funcionarios públicos o, 
con la Comisión de Legislación del Trabajo, dado que esos aspectos están relacionados con su actividad 
laboral. Sin embargo, como se postergó el tratamiento del proyecto para el día de hoy, la Comisión de 
Hacienda tiene el agrado de recibir a una delegación de funcionarios del Impuesto de Primaria, afiliados al 
Sindicato de la Unión de Funcionarios del Codicen, integrada por las señoras Verónica Morell, ingeniera de 
sistemas, Alicia Paternostro, operadora, Patricia Muñoz, encargada de Morosos de Jurídica Notarial, Graciela 


Cafferatta, perteneciente al sector contable, y los señores Jesús Viera, funcionario de Jurídica Notarial y 
Gabriel Colombo, directivo de la Unión de Funcionarios del Codicen. 


SEÑORA CAFFERATTA (Graciela).- Gracias por recibirnos. 


El motivo de la solicitud para que la Comisión nos recibiera es el proyecto de ley relativo al cobro del 
impuesto anual de enseñanza primaria al sector rural, específicamente, nos convoca el artículo 6%, que plantea 
el pasaje de la recaudación del impuesto por parte de la ANEP a la DGL, que depende de la Administración 
Central. 


En realidad, lo que nos tiene muy preocupados es que ese artículo no menciona qué pasa con los trabajadores 
del Impuesto de Primaria. Somos 61 trabajadores: 42 en Montevideo y 19 en el interior, y hay dos oficinas 
montadas: una central, en Montevideo y, otra, específica, en Maldonado, por el cúmulo de padrones y trabajo. 
Desde el año 2013 los trabajadores hemos venido enfrentando una serie de dificultades. Ese año hubo un 
intento de rebaja salarial, pero afortunadamente no se cristalizó. Lo más gracioso es que no estábamos 
solicitando aumento de sueldo sino que no nos rebajaran el salario. En aquel momento salimos a la opinión 
pública y vinimos al Parlamento, donde fuimos escuchados y, finalmente, el problema se solucionó. En el año 
2014 enfrentamos un proyecto de tercerización de una parte de esas funciones que se venía cumpliendo en el 
Impuesto de Primaria, que era la recuperación de morosos, y el llamado a licitación partió de la misma 
gerencia. En esa instancia fuimos escuchados por el Codicen y presentamos un plan de recuperación llevado 
adelante por los mismos funcionarios, y bajo el mando del Director de Recaudación. Ese plan tuvo éxito; fue 
evaluado satisfactoriamente por el Codicen y hubo un ahorro económico, ya que no hubo ningún gasto en 
comisiones como hubiera tenido que pagarse si se hubiera tercerizado esa función 


Asimismo, hubo una optimización de los recursos humanos, que cada vez se han ido perfeccionando más en 
las tareas del impuesto. Aclaro que algunos funcionarios hace más de 10 años que están allí y, otros, más de 
20 años. 


El plan de recuperación tuvo como subproducto el acercamiento de la realidad del contribuyente, que es muy 
especial y, reitero, la optimización de los recursos. 


Debo decir que el 46% de esos trabajadores son contratados 


Este artículo 6” coadyuva a una situación inestable laboral y económicamente, porque implicaría una rebaja 
salarial para 61 trabajadores y sus familias. Sabemos que hay políticas de Estado en las que es muy difícil o 
imposible incidir, y no es nuestro ánimo; lo que nos preocupa es nuestra situación como trabajadores. 


SEÑORA MUÑOZ (Patricia).- Quiero aclarar que en Impuesto de Primaria trabajan 42 funcionarios 
en Montevideo y 19 en el interior, y no somos 150, como consta en alguna versión taquigráfica. 


Somos una oficina en marcha; lo indica la evolución de la recaudación en estos últimos años, la mejora de los 
servicios hacia el contribuyente y la recuperación de morosos, que fue promovida y ejecutada por los 
funcionarios. Ejemplo de esto fue la recuperación de deuda del año 2014, que tuvo un resultado muy positivo 
y que ameritó una resolución -Resolución N* 27, Acta N* 103- por parte del Codicen, reconociendo la tarea y 
el esfuerzo de los funcionarios. Para ilustrar lo anterior, podemos informar el abatimiento de la morosidad de 
más de 7 puntos en 10 departamentos del país, el aumento de la recaudación en un 25% en valores constantes 
a diciembre de 2014, y el 84% en valores corrientes en el último quinquenio. Es importante aclarar esto 
porque se han manejado números equivocados con respecto a la morosidad. 


También cabe precisar que desde la oficina central los 42 funcionarios son los que dan soporte, desarrollan y 
controlan todas las aplicaciones y procedimientos administrativos que permiten la recaudación del impuesto, 
tanto en la oficina central como en las redes de cobranza, que son Red Pagos, Abitab y el Correo, que lo 
único que hacen es cobrar. 


Además, este impuesto, a diferencia de otros que se basan en declaraciones juradas, requiere una 
determinación previa para luego exponer la deuda al contribuyente. Asimismo, requiere estrategias de 
comunicación para motivar al contribuyente a que pague. Por otra parte, la nómina de sujetos pasivos y las 
exoneraciones son específicas de este tributo. 


Muchos de los funcionarios que trabajamos en Impuesto de Primaria lo hacemos desde hace más de 20 años, 
donde venimos desarrollando tareas en los diferentes sectores y departamentos 


Este impuesto tiene una base amplia de tributación; lo pagan los inmuebles con un aforo de $ 130.000 y más, 
o sea que recorre todos los estamentos sociales. A su vez, el funcionario de Impuesto de Primaria ha 
aprendido a interpretar cuáles son las necesidades de cada uno, dada la atención personalizada y eficaz que 
realiza. Sin embargo, hoy nos encontramos en una situación de inestabilidad laboral y económica porque a 
partir del 1 de enero de 2018 vamos a sufrir una rebaja salarial. 


SEÑOR VIERA (Jesús).- Cuando tomamos la iniciativa de solicitar la entrevista a las diversas 
comisiones que tenían alguna relación con este tema, se debió a la preocupación de todos los 
funcionarios que surgió cuando se consideró en la Cámara de Senadores. Leyendo el proyecto, para 
interiorizarnos acerca de cuál sería nuestra tarea como funcionarios a fin de cobrar el impuesto anual 
de enseñanza primaria al sector rural, nos enteramos del artículo 6” que dice que el impuesto pasaría 
de la órbita de la ANEP a la de la DGI. Nuestra preocupación fundamental tiene que ver con la rebaja 
salarial que sufriríamos con ese cambio. ¿Por qué? Porque tenemos un régimen extraordinario de 
trabajo por el que cobramos una contraprestación especial durante el período de cobro del impuesto, 
que va desde marzo hasta diciembre. Hace veinte años que esa contraprestación se paga a los 
funcionarios que trabajan en Impuesto de Primaria, tanto en Montevideo como en el interior. ¿Qué 
rebaja salarial implicaría para todos los funcionarios? Ronda entre el 20% y el 30%, dependiendo de 
la función que cada uno cumpla en las dependencias. 


Queremos que se contemple la situación de los funcionarios porque estamos frente a un proyecto de ley por 
el que en los próximos años quedaremos a la deriva sin saber qué pasará con nosotros. En la forma en que 
está redactado el artículo 6”, en los dos años próximos estaremos trabajando sabiendo que a partir del 1* de 
enero de 2018 cada compañero que tiene que mantener una familia, cada jefe de hogar, va a perder entre el 
20% y el 30% del sueldo. Nuestra reivindicación es salarial pero también queremos solicitar que se tenga en 
cuenta a los funcionarios en este proceso de cambio del impuesto anual de enseñanza primaria a la DGI. Se 
debería considerar el compromiso que en los últimos tiempos tuvieron los funcionarios que, inclusive, se han 
puesto al hombro muchas tareas para la recuperación de morosos. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Entiendo que el planteo de los funcionarios está respaldado no sólo por su 
oficina sino por la Asociación de funcionarios del Codicen. Quizá, la mayor preocupación radica en que 
este cambio, en el futuro puede generar una suerte de desaliento en un grupo de funcionarios que -nos 
consta- ha venido haciendo un esfuerzo importante más allá de su deber y que ha logrado mejorar la 
recaudación por parte del organismo. 


Nos preocupa mucho este cambio por el que hay que acrecentar la tarea y recaudar de un sector más disperso 
como es el rural, porque el mensaje puede ser complicado a los efectos de que los funcionarios redoblen 
tareas, sabiendo que el 1” de enero de 2018 perderán la función con una doble consecuencia: la primera, 
salarial, y la segunda, la redistribución a otras oficinas, lo que siempre genera incertidumbre. Quisiéramos 
saber si ustedes le adjudican importancia a lo que pueda pasar en este período de transición con la solución 
que plantea la ley. 


Nosotros no votamos esto en el Senado ni lo votaremos aquí porque nos parece que un impuesto de 
convocatoria tan sensible a la gente -y esta es la apelación que hace el organismo cada vez que anuncia el 
cobro del impuesto- es mucho más conveniente que tenga una ventanilla que sea de los funcionarios del 
organismo y no la impersonalidad de la DGI, que es vista como un organismo de recaudación; pensamos que 
es mejor que se ocupe el organismo al que el impuesto se destina. 


Por último, si esto no se modifica, nuestra idea es que a la hora de discutir el presupuesto se establezca que 
pasaje del impuesto el 1” de enero de 2018 deberá ser acompañado por el pasaje de los funcionarios a la DGI. 
Es claro que la DGI va a tener que incorporar nuevos funcionarios para recaudar este impuesto que tiene su 
complejidad, y es preferible que lo haga con los especialistas en la materia que tienen más práctica. Por lo 
tanto, si se va el impuesto, se van los funcionarios; eso puede generar una solución. Sin embargo, esa tarea 
corresponde al marco del debate de la ley presupuestal, que es la que puede generar estas soluciones de 
transferencia de funcionarios de un Inciso a otro. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Sin duda, el planteo del señor diputado Gandini es muy acertado. 
En ese sentido, nos parece que pasar la facultad de recaudación y fiscalización a la DGI no es lo mejor, 
porque a lo largo de estos últimos años se ha logrado un grado de expertise entre los funcionarios 
encargados de la recaudación del Impuesto de Primaria, entre los funcionarios de la ANEP, que han 
logrado especializarse en la recaudación y fiscalización que, en la medida en que se han propuesto una 
metodología de trabajo, han disminuido el índice de morosidad. Los funcionarios han puesto mucho de 
sí y creo que reforzar la sección correspondiente de ANEP que recauda el impuesto sería lo más 
conveniente, en vez de pasar todas estas potestades a la DGI. 


Si bien tendremos una posición concreta como partido sobre el proyecto, no vamos a votar el artículo 6”. Nos 
parece que, dado que se mejoró notoriamente la recaudación y se hicieron grandes gestiones por parte de los 
funcionarios, se puede reforzar la sección con la formación de más abogados para el seguimiento de las 
intimaciones de pago y de los juicios a fin de bajar más el índice de morosidad. 


En definitiva, queríamos decir a la delegación que no estamos de acuerdo con el pasaje de estas potestades a 
la DGI. Esto también tiene un sentido filosófico: no es buena la invasión del Estado cada día mayor que toda 
la información de cada uno de los contribuyentes del país que se centraliza en la DGI. 


SEÑORA GALÁN (Lilián).- Acatando la metodología que hemos adoptado, de no discutir frente a los 
invitados sino escuchar y debatir las posiciones de bancada y personales en el seno de la Comisión, no 
voy a emitir opinión con respecto a si el impuesto lo debería cobrar la DGI. Solamente voy a hacer 
algunas preguntas para interiorizarme y tener una opinión más clara. 


Ustedes decían que hay 42 funcionarios en las oficinas centrales pero no me queda claro cuántos hay en el 
interior ni si en este proyecto podemos tener injerencia con respecto al destino de los funcionarios, teniendo 
en cuenta la autonomía del Codicen y de la ANEP. 


Por otro lado, teniendo en cuenta las características del asunto, sería recomendable que fueran recibidos por 
la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A partir de las expresiones de los integrantes de la delegación, queda claro 
que este es un tema de su responsabilidad laboral y de su futuro funcionarial, que podría ser tratado en 
la Comisión de Presupuestos con la iniciativa correspondiente del organismo en el cual ustedes están 
incluidos. 


SEÑOR CASARETTO (Federico).- Si bien es cierto que el tema es de índole netamente presupuestal, 
tampoco podemos pasar por alto que este es el proyecto de ley que incluye un artículo que hace 
referencia directa a los funcionarios. De todos modos, eso no lo vamos a discutir aquí porque nos 
hemos dado un método de trabajo. 


Quisiera saber si han tenido contacto con las autoridades de la ANEP y si han tenido alguna respuesta sobre 

cuál es el destino que ese organismo piensa dar en el 2018 a todos estos funcionarios. Es decir, si ha habido 

alguna respuesta o si lo que hay son interrogantes y no una definición respecto de lo que va a pasar si es que 
persisten dentro de la órbita de ANEP. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Javier).- Quería saber si en el Senado tuvieron posibilidad de participar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agregaría una pregunta más. Dado que han manejado temas de morosidad, 
¿tienen indicadores de morosidad actual del impuesto? 


SEÑORA CAFFERATTA (Graciela).- En cuanto al número de funcionarios, son dos oficinas montadas 
específicamente para el impuesto. Una es la central de Montevideo, en la que trabajamos cuarenta y 
dos funcionarios. En el interior, los funcionarios están distribuidos en las inspecciones departamentales 
que dependen de Primaria. Un funcionario de Primaria de esa inspección departamental es el 
encargado de la gestión del impuesto en el interior en cuanto a reembolsos, emisión y diferentes 
trámites. 


La oficina de Maldonado, por el cúmulo de padrones, está montada para el impuesto, y hay ahí dos 
funcionarios. Eso en cuanto al número. 


En cuanto a la segunda parte de la pregunta, en el artículo 6% no son considerados los funcionarios. Entonces, 
¿qué piensa, qué es lo que está en el espíritu del legislador cuando al armar el artículo 6%? 


SEÑORA GALÁN PÉREZ (Lilián).- No me queda claro cómo se hace la recaudación en el interior. 


SEÑORA CAFFARETTA (Graciela).- En el interior, se recauda a través de recaudadores externos. En 
la inspección, se hacen los trámites, como solicitud de reembolso por pagos de padrón erróneos, por 
apertura de una propiedad horizontal, pero no el cobro ordinario del impuesto; cuando hay algo que 
sale del pago que lo puede pagar en Abitab, lo hacen en el interior, pero todo se gestiona en 
Montevideo. Es decir, ellos nos mandan la documentación y acá se gestiona. El único dinero que 
maneja la Inspección es la devolución; cuando se hace la devolución de un padrón equivocado o de 
cualquier otro tipo de error que haya habido. 


SEÑORA MUÑOZ (Patricia).- La gerencia nos trasmitió que el Consejo lo que dijo fue que no nos 
había tenido en cuenta; en realidad, no pensaron en nosotros. Eso fue lo que se nos contestó. 


SEÑOR VIERA (Jesús).- Leímos la versión taquigráfica de cuando la ANEP vino a la Comisión y 
estamos enterados de las propuestas del profesor Netto, en conjunto con la gerencia, sobre la 
eliminación de parte del artículo 6”, donde habla de la transición. Allí se señala lo siguiente: "La 
Administración Nacional de Educación Pública conservará las funciones de recaudación y 
administración únicamente de aquellas obligaciones tributarias determinadas con anterioridad al 1” de 
enero de 2018, respecto de las cuales se hubiere percibido su pago total o concedido prórroga o 
facilidades de pago, o que se encuentren a dicha fecha, con un proceso jurisdiccional en trámite.- El 
Poder Ejecutivo establecerá las condiciones en que regirá lo dispuesto en el inciso precedente". 


Nosotros, la información que tenemos es lo transmitido por ANEP. Tuvimos una reunión con la gerencia, 
donde se nos manifestó esa solicitud específica que, en definitiva, tampoco nos daba una solución aun si 
eliminábamos esa parte. Lo único que sabemos es que a partir del 1? de enero de 2018 directamente pasarían 
a DGI todas las funciones de Primaria, pero no sabemos qué sucederá con los funcionarios. 


En cuanto a la morosidad, trajimos una documentación para que sea repartida a los legisladores y así puedan 
tener una idea del marco de la morosidad. Hay un parámetro que se maneja que es sobre padrones. Cuando 
alguien dice: "La morosidad del impuesto a Primaria supera el 40% o 50%", eso se refiere a padrones. Si 
miramos desde un punto de vista económico, de la posibilidad de recaudación, no es morosidad real la que se 
considera. El impuesto tiene estrategias de trabajo -no soy la persona idónea para hablar, pero tenemos 
información sobre eso-, no es lo real lo que se maneja. Hay muchos padrones con un aforo muy bajo que no 
pagan, y lo que significaría económicamente es muy poco. Entonces, cuando dicen que existe una morosidad 
muy alta, en realidad no es así, porque desde el punto económico, los padrones que aportan más dinero al 
impuesto, esos, cumplen. Se trabaja en Montevideo y en Maldonado, dos departamentos que aportan una 
gran percepción económica para el impuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que quede constancia en la versión taquigráfica, acabamos de recibir un 
informe realizado por los Funcionarios del Impuesto de Enseñanza Primaria con notas de prensa, la 
resolución de ANEP del 20 de mayo de 2014 a la cual hicieron referencia y detalles sobre la evolución 
de la recaudación y la forma de relacionamiento económico o retribuciones funcionales que reciben los 
funcionarios. Eso va a ser agregado al acta correspondiente. 


Agradecemos su visita; en esta oportunidad, o en otro momento, tendremos en cuenta lo que ustedes nos han 
manifestado. 


(Se retira de Sala la delegación de Funcionarios de Impuesto de Enseñanza Primaria) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR POSADA (Iván).- De acuerdo a lo que establece el artículo 104, literal M) del Reglamento 
quiero declarar que poseo la mitad indivisa de un establecimiento rural de 42 hectáreas. 


SEÑORA GALÁN PÉREZ (Lilián).- Solicito un intermedio de quince minutos, porque no tenemos 
claro la metodología de la discusión y queremos planificarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 10 y 44) 

——- Continúa la sesión. 


(Es la hora 11 y 20) 


Hemos recibido a las delegaciones del Ministerio de Economía y Finanzas, del Codicen y de los 
funcionarios que gestionan el impuesto, por lo que corresponde entrar a la consideración del proyecto que 
viene del Senado. 


En discusión general. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quiero saber cuál es la idea de la bancada oficialista en cuanto a la 
votación de este proyecto de ley en el plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Prevemos votar hoy en la Comisión el proyecto de ley y luego hacer una 
consulta jurídica al doctor Cajarville con respecto a la redacción del artículo 1”, aunque sea por 
escrito, para conocer si en su opinión el restablecimiento definido logra los efectos buscados. En caso 
de que hubiese alguna observación técnica, estaríamos citando nuevamente a la Comisión, 
compartiríamos esta información con sus miembros y llevaríamos a Sala ese artículo sustitutivo del 
artículo 1”, si fuera necesario hacer una modificación al contenido de esa disposición que es la única 
que, según nuestro punto de vista, puede presentar alguna duda, luego de haber escuchado al 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


En tal sentido, solicitaremos a la coordinación una sesión extraordinaria durante el mes de junio para votar el 
proyecto y luego remitirlo al Senado. Si no hubiera una modificación, lo enviaríamos directamente al Poder 
Ejecutivo para su promulgación. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Me gustaría saber hasta cuándo tendríamos tiempo de presentar los 
informes. Sugeriría que fuera hasta el día viernes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Asti).- No hay inconveniente, porque habíamos pensado realizar una 
reunión para coordinar, a celebrarse el próximo martes o el miércoles. Por lo tanto, no habría 
problemas en recibir los informes hasta el lunes en la mañana. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Queremos informar que en Sala vamos a presentar un artículo 
aditivo. No lo hacemos en este momento, porque estamos afinando la redacción, pero dejamos 
constancia de ello. 


Nuestro artículo aditivo refiere a exonerar las primeras 300 hectáreas, a través de un mecanismo parecido al 
del Impuesto a la Renta a las Personas Físicas, en el que hay un mínimo no imponible. En este caso, las 
primeras 300 hectáreas serían el mínimo no imponible y, a partir de ahí, se pasaría a pagar. Esto es: aquellos 
que tienen, por ejemplo, 500 hectáreas, con Indice Coneat 100, solo pagarían con respecto a 200 hectáreas. 


Presentamos esta propuesta porque creemos que puede haber muchísimos casos de productores que estén 
muy cercanos al guarismo de las 300 hectáreas y que entendemos que no son productores que realmente 
tengan una riqueza consolidada con 300 y pocas hectáreas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Antes de votarlo, quiero hacer algunas consideraciones generales sobre el 
proyecto de ley. 


Estábamos manejando los temas de forma. A ese respecto, quería decir que en el día de ayer se nos comunicó, 
por parte de la coordinadora de la bancada del Frente Amplio, que estaba a estudio si se celebraría una sesión 
extraordinaria para votar el proyecto o si directamente se pasaría para la primera sesión ordinaria del mes de 
julio. Esa será una decisión que deberá tomar la coordinación. 


Por otra parte, quiero trasladar la visión de mi sector respecto a este proyecto e introducir las razones por las 
cuales presentamos cuatro artículos aditivos. 


Compartimos que el Impuesto de Primaria tiene que extenderse al sector rural, con la filosofía de que para 
ayudar a la escuela pública pagan todos los propietarios urbanos, y la justicia radica en la igualdad. Nos 
afiliamos a la idea original, que vemos que no refleja el proyecto tal cual está redactado. 


Sabemos que este proyecto de ley, que tuvo iniciativa en el Poder Ejecutivo el día 5 de marzo, procede de una 
promesa o compromiso del hoy presidente de la República en tiempos electorales. En términos generales, se 
puede compartir esa idea, pero ocurre que no está reflejada en el proyecto. 


En aquel momento, el presidente Vázquez, decía: "El futuro del país lo tenemos que hacer entre todos con 
distribución justa de la riqueza con imposición adecuada, para que pague más el que tiene más y pague 
menos el que tiene menos. Que el impuesto para las escuelas públicas lo paguen todos los uruguayos y 
también los poderosos estancieros que hoy no lo pagan". 


Reitero: se puede compartir esta filosofía, pero el proyecto que proviene del Senado no refleja exactamente 
eso. Lo que hoy establece este proyecto es que grandes extensiones de campo estarán exoneradas porque el 
destino de su explotación es forestal. Y el señor subsecretario de Economía y Finanzas dijo aquí que 
explícitamente quisieron dejar exonerado al sector forestal como un modo de promocionar la actividad 
forestal. Si este proyecto puede recibir una crítica conceptual, sería la de que es un impuesto ciego: no 
considera la rentabilidad ni el tipo de explotación; impone un impuesto al campo, a ese bien, sin considerar 
otros aspectos. Sin embargo, cuando mira al sector forestal, considera la promoción, y la promoción está 
considerando y valorando otros aspectos, que no son el campo. Lo dijo el señor ministro de Economía y 
Finanzas: la promoción. No se promociona al sector lechero; no se promociona a los sectores ganaderos, 
agrícolas u otras actividades. Se promociona al sector forestal que, casualmente, está en manos de todo tipo 
de productores, pero las grandes extensiones están en manos de empresas multinacionales, de empresas 
extranjeras, de grandes terratenientes que son poseedores de hasta 300.000 hectáreas, como es el caso de 
Montes del Plata. O sea que esos US$ 300.000 o US$ 500.000 -porque no sé cuánto pagará por hectárea; se 
habla de US$ 1 6 US$ 1,5- no irán a la escuela pública. Entonces, por un lado, según el texto, no es cierto que 
quien tiene más vaya a pagar más. Algunos de los que tienen más van a pagar más; otros, no. Por lo tanto, ya 
ahí no se es justo. 


En segundo término, la redacción que tiene el proyecto vincula el impuesto con los propietarios que exploten 
determinados predios y exonera a aquellos que sean propietarios y exploten, en su totalidad, menos de 300 
hectáreas, Índice Coneat 100, pero no quedan exceptuados algunos productores que tienen menos de 300 
hectáreas. Primero, no quedan exonerados por el título; no quedan exonerados los promitentes compradores 
ni los poseedores de los usufructuarios. Tampoco quedan exonerados los pequeños propietarios que en lugar 
de explotar, arrienden. Quien arrienda 100 hectáreas, porque es lo que tiene, a su lindero para un tambo no 
queda exonerado porque no las explota. No quedan exonerados los colonos, que entendemos que es un modo 
de producción que debemos promocionar; hay legislación en ese sentido de este gobierno, del anterior y 
también del que le antecede. Las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas dijeron aquí que 
aquellos colonos mayores de 300 hectáreas no estaban exonerados. Por lo tanto, tampoco aquí la segunda 
definición se cumple: no pagan más los que tienen más ni todos los que tienen menos pagan menos. Muchos 
de los que tienen menos, van a pagar y algunos de los que tienen más, inclusive en extensiones importantes, 
no van a pagar. 


Por ese motivo, presentaremos dos artículos aditivos y solicitamos a la bancada de Gobierno que los 
considere para ser coherentes con el motivo de justicia que tiene este proyecto de ley... 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Asti).- Discúlpeme, señor diputado. En una de sus apreciaciones, puso 
un ejemplo que no me quedó claro. ¿Los propietarios que tengan menos de 300 hectáreas y que no las 
exploten pagarían este impuesto? 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Sí, esa fue una de las consultas específicas que hicimos. Pusimos este 
mismo ejemplo y el Poder Ejecutivo lo confirmó. Para exonerar se requiere la suma de dos condiciones 
además del tamaño del predio: ser propietario y que explote. Por lo tanto, van a pagar. 


En tercer lugar, quiero mencionar otro aspecto que es contradictorio. Todos habíamos entendido que el objeto 
de este proyecto de ley era dotar a la escuela pública de mayores ingresos, pero eso no es así. El artículo 4” 
elimina la transferencia que se hace desde el año 1996 por Imeba e IRAE, que compensó lo que dejó de 
percibir Primaria en aquel momento, cuando se eliminó el Impuesto de Primaria al sector rural. Quiere decir 
que Primaria cambia la fuente, pero recibe lo mismo. Hay quienes dicen que no será así, que recibirá más. Si 
fuera así, sería innecesaria la redacción del artículo 4”, que establece que si Primaria recibiera menos, se 
compensaría la diferencia. O sea que, de pique, los redactores del proyecto tienen la duda de que Primaria 
reciba más; hasta prevén la posibilidad de que reciba menos. Lo que sí está claro es que Primaria cambia la 
fuente de ingresos, pero no tendrá más. Contrariamente, el que tendrá más será el Poder Ejecutivo, Rentas 
Generales, porque deja de transferir. Seguirá recaudando lo que recaudaba, pero dejará de transferir 

$ 194.000.000 anuales. Así que la única caja que seguro tendrá más será la de Rentas Generales. Nos parece 
que eso tampoco está en el espíritu de la norma, que consistía en que lo que pagaría el sector rural por el 
Impuesto de Primaria iría a incrementar los ingresos de ese organismo; por lo menos, así lo entendimos. 


Por último, nos parece valioso que se dé destino a ese dinero; lo planteamos en el último artículo aditivo que 
presentamos. Hoy buena parte de las escuelas rurales reciben un aporte de la comunidad -a veces, el aporte es 
público, de las Intendencias; a veces, el aporte es vecinal, de productores de la zona-, que es lo que les 
permite el funcionamiento cotidiano; los diputados del interior del país, de cualquier partido político, saben 
que es así, porque permanentemente reciben planteos para que se ayude con la locomoción a efectos de 
trasladar a los muchachos, para que se pueda pintar la escuela o arreglar una fuente de agua, para que se 
pueda contratar a la cocinera, ya que generalmente el cargo no existe y son los padres, las madres o las 
maestras los que atienden esa tarea. Otra manera de motivar es que lo que el sector rural aporte se destine a la 
escuela rural, que es una de las instituciones que más ayuda a radicarse en el medio rural, que cada vez viene 
perdiendo más gente. Creemos que eso merece una transferencia social importante; debe haber un esfuerzo 
social para que no se nos siga vaciando el campo, para que los trabajadores rurales no sigan emigrando y 
nadie continúe con los pequeños emprendimientos rurales, para que no continúe el aumento de predios en 
pocas manos o su extranjerización. Si no generamos una buena respuesta de las instituciones de educación 
pública, que son las únicas que están en esos lugares, seguramente seguiremos aportando -quizás de modo 
invisible, pero al final de manera muy tangible- a la migración de la población rural hacia los centros 
urbanos, lo que no solo tiene consecuencias demográficas, sino que también hace a la esencia de un modelo 
de país. 


Entonces, nos parece que dar dirección obligatoria a esos recursos estableciendo su destino, pidiendo a la 
ANEP que en cada Rendición de Cuentas nos informe detalladamente a dónde fueron esos recursos -gastos 
de funcionamiento, entre los que puede entrar la locomoción o la alimentación; inversiones, entre las que está 
el mantenimiento edilicio; la atención de los auxiliares de servicio-, sería una buena medida; sería bueno 
establecer ese direccionamiento del Parlamento, determinando específicamente en el texto la intención a 
efectos de que llegue donde debe llegar. Se extraen recursos del sector rural, bueno, que queden en la escuela 
rural. 


Estas son las modificaciones centrales que vamos a proponer, con independencia de que consideramos que es 
justo que todos los sectores económicos aporten a la escuela pública. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Asti).- Antes de dar uso de la palabra al señor diputado Posada, 
teniendo en cuenta la declaración que hizo, la Comisión deberá votar si autoriza su participación, a 


pesar de que, a nuestro entender -según las manifestaciones que ha hecho-, no se ve afectada su tarea 
legislativa en este caso. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


———Diez en once: AFIRMATIVA. 


SEÑOR POSADA (Iván).- En realidad, la actitud del Partido Independiente respecto a este tipo de 
imposición es conocida: es la misma actitud que tuvimos en el período de Gobierno anterior con 
relación a la imposición de diversos impuestos a la tierra. Consideramos que la tierra es un factor de 
producción y que, como tal, no debiera estar gravada, más allá de la imposición del Impuesto al 
Patrimonio, o cuando esa tierra, en tanto es explotada, produce determinada renta. 


Cuando el Frente Amplio propuso en la campaña electoral la idea de incorporar el Impuesto de Primaria a los 
inmuebles rurales, nosotros señalamos -lo hizo nuestro candidato a la Presidencia, el actual Senador Pablo 
Mieres- que el Partido Independiente no iba a acompañar esa imposición. En definitiva, lo que estamos 
haciendo ahora es actuar en consecuencia; es decir, lo que dijimos en el período electoral es lo que vamos a 
hacer expresamente aquí y en el ámbito de la Cámara de Representantes, cuando se trate este proyecto. 


Claramente, para nosotros, gravar la tierra significa tener una actitud discriminatoria con un factor de 
producción, ya que ese mismo criterio no se utiliza para gravar otros medios de producción; se utiliza 
exclusivamente para el factor tierra. A nadie se le ocurre gravar con un impuesto especial, por ejemplo, el uso 
de la maquinaria que se utiliza en una actividad industrial. Para nosotros, el concepto debería ser el de gravar 
la renta. Por supuesto, sí habría que gravar en todo caso muy fuertemente a la hora de vender la tierra, porque 
en esa instancia sí se produce una renta extraordinaria y es necesario que la sociedad se apropie de una parte 
de esa renta extraordinaria. No obstante, este no es el caso. 


Está claro que este impuesto no tiene significación desde el punto de vista material. Lo que estamos 
asumiendo es una valoración desde el punto de vista conceptual y, como tal, la estamos planteando. 


Además, como se hizo una referencia expresa al hecho de la existencia de una propiedad, quiero aclarar que 
claramente quedo fuera de esta disposición, es decir, notoriamente quedo absolutamente comprendido dentro 
de lo que se establecen como exoneraciones a este impuesto. Pero no se trata de esto, sino de lo que he 
mencionado. 


En consecuencia, solicitaremos que se vote este proyecto artículo por artículo. Salvo el artículo que 
corresponde al pasaje a la Dirección General Impositiva de la percepción de este impuesto, no vamos a 
acompañar el resto. Para nosotros este proyecto de ley tiene una redacción defectuosa, no solo en el 
artículo 1*, sino también en otros, y queremos ir señalándolo a medida que los vayamos considerando. 


Por ahora es cuanto queremos expresar a este respecto. Con relación a los aditivos, cuando se pongan en 
consideración daremos el fundamento de por qué no los vamos a acompañar. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quisiera dejar una constancia que hice fuera de la versión 
taquigráfica; me gustaría trasladarla ahora a los integrantes de la Comisión en el pleno. 


El aditivo que presentamos -que pasaría a ser el artículo 8”-, en gran parte tomó el texto del aditivo que 
presentara el legislador nacionalista Sergio Botana en el Senado. Como bancada nos parece que es una muy 
buena idea y lo que hicimos aquí fue dar otra redacción al segundo inciso del artículo, en el sentido de cómo 
distribuir el total de lo recaudado por concepto del impuesto de primaria sobre los bienes rurales, teniendo en 
cuenta la cantidad de escolares de las escuelas rurales y por departamento. Esa es una forma de dar una 
atención igualitaria a escuelas rurales de todo el país. 


Sin duda, dado el espíritu de este proyecto, que precisamente es dar más recursos a primaria, algunas 
hipótesis no se cumplirian por la forma en que está redactado, por lo que creemos totalmente pertinente la 
presentación del aditivo del Partido Nacional en cuanto a que debería quedar vigente la transferencia que se 
hace por concepto de Imeba. Esa es la forma en que se daría más recursos a primaria: a través de la 
imposición de este impuesto y de la transferencia a primaria de parte de la recaudación por Imeba. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Jorge Gandini) 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Quisiera hacer algunas consideraciones con respecto al trámite y a la 
discusión general que se está dando sobre este proyecto. 


Obviamente, nosotros respaldamos la extensión del impuesto de primaria a los inmuebles rurales por algunos 
de los conceptos que ya fueron vertidos en este ámbito. Entendemos que tras una idea de equidad y de 
igualdad no tiene sentido esta exclusión de los inmuebles rurales, que fue hecha en un momento de crisis del 
sector agropecuario. Al día de hoy, después de 12 años continuos de crecimiento de ese sector, de ninguna 
manera puede afectarse su rentabilidad, teniendo en cuenta, además, que estamos manejando una incidencia 
de un dólar o un dólar y medio por hectárea. 


Desde la Federación Rural del Uruguay se dijo que el sector rural había crecido dado que no existían 
impuestos de este tipo. Entonces, quizás llegamos tarde: deberíamos haberlo gravado de otra forma durante 
ese extraordinario crecimiento que tuvo. 


Además, según noticias recientes, el valor de los arrendamientos rurales siguió aumentando en estas últimas 
mediciones. De acuerdo a lo que manifestaron las delegaciones del sector rural hoy están en crisis y con 
pérdidas; sin embargo los arrendamientos rurales siguen aumentando su valor. O sea que creo que esto está 
absolutamente justificado por un tema de equidad sectorial. 


Un diputado preopinante decía que precisamente no habría equidad sectorial si el país no gravara también a 
otros factores productivos, como las inversiones de la industria en maquinaria, cuando sí lo hace con el factor 
tierra por sobre las 300 hectáreas de explotación. Obviamente, el sector rural tiene sus particularidades; 
también tiene un sistema de aportación al Banco de Previsión Social totalmente distinto al del resto de los 
sectores productivos, y estos no pretenden tener el mismo tratamiento tributario en lo que tiene que ver con 
contribuciones a la seguridad social. Todos sabemos que dentro de las que maneja el BPS, la caja rural es 
varias veces deficitaria si tenemos en cuenta los aportes rurales y las prestaciones que sirve ese banco. 


Voy a hacer algunas consideraciones salpicadas sobre otras cuestiones que hemos escuchado. En cuanto a la 
exoneración de la forestación, en la Ley_N* 15.939 de 1987, se establece como manera de incentivo una 
exoneración por doce años de todos los tributos nacionales y departamentales que graven la implantación de 
bosques artificiales. Esta es una política que en su momento fue muy criticada, pero hoy es una realidad 
palpable en el país: se dio un desarrollo muy importante de la industria forestal, fundamentalmente en los 
últimos diez años. Esa ley de promoción temporal para la implantación de bosques artificiales tuvo su razón 
de ser, de la misma manera en que hay otra cantidad de exoneraciones por vía de la ley de promoción de 
inversiones, que tiene determinados resultados país. Creo que este no es el momento de analizar ese asunto, 
no porque me niegue a ello: ya lo hemos hecho en otras oportunidades y seguramente en las leyes de 
rendición de cuentas y de presupuestos debatiremos largamente sobre las políticas generales de promoción de 
inversiones, de producción y de crecimiento del país. 


Aquí se mencionó que ante una decisión tomada por el Congreso de Intendentes, en el sentido de comenzar a 
cobrar una tasa de circulación a la producción forestal en particular, hubo conversaciones y acuerdos para 
reimplantar el impuesto de contribución inmobiliaria rural a las explotaciones forestales que existían en ese 
momento, para evitar que eso luego pudiera terminar en juicios contra el Estado, ante la vigencia de la norma 
que preveía que quienes estaban en la condición que establece la Ley_N* 15.939, no deberían pagar 
tributación nacional por los inmuebles rurales sobre los cuales implantaran áreas forestadas. Ese acuerdo se 
concretó en el sentido de que, si no me equivoco a partir del año 2008, las áreas forestadas de los inmuebles 
rurales empezarían a pagar contribución inmobiliaria, si esos bosques estaban destinados a la extracción de 
pulpa de celulosa; las dos excepciones que siguen vigentes en cuanto a tributar el contribución inmobiliaria 
rural son las de predios destinados a madera de calidad o árboles frutales. O sea que entendemos que, en este 
caso, no mantener la exoneración para aquellos nuevos bosques que se implanten durante 12 años no entra en 


contradicción con las políticas generales de tributación. No nos negamos a discutir en otras instancias si a 
esta altura del desarrollo de la industria forestal sigue teniendo razón de ser esta exoneración que se dio en su 
momento, pero aun sin ese previo análisis, nos parece que en una ley de este tipo corresponde la eliminación 
de esa exoneración por 12 años de implantación de los bosques forestales. 


Por otro lado, se dijo que este impuesto era para mejorar las condiciones o los ingresos propios de Primaria 
porque este impuesto iba a aumentar su recaudación. Pero el hecho de que el propio articulado refiera a la 
transferencia que hace Rentas Generales, por haberse eliminado en el año 1996 el gravamen sobre los 
inmuebles rurales, determina que esto aumente la caja de Rentas Generales y no la del impuesto de primaria. 
Esto tendría valor si Primaria se sustentara exclusivamente con este impuesto y no tuviera déficit. Todos 
sabemos que este impuesto es una mínima expresión de lo que Rentas Generales vierte por leyes de 
presupuesto -seguramente también será motivo de discusión en el próximo presupuesto nacional-, teniendo 
en cuenta lo que se incrementará el aporte de Rentas Generales a primaria para financiar todas sus 
actividades. Por lo tanto simplemente es de buena técnica legislativa no prever una transferencia que estaba 
originada en el no cobro de un impuesto, cuando este se vuelve a recaudar. 


Nosotros tenemos serias y firmes expectativas de que primaria recaude más por este impuesto, una vez que 
esté consolidado, quizás no el primer año, tal vez -de paso tomo lo que establece el artículo 6”- cuando se 
logre una profesionalización en el ente recaudador que tan buenos resultados ha obtenido en estos últimos 
años, luego de su reestructura. Sí estimamos que va a haber un aumento del impuesto de primaria para la 
Anep cuando esté consolidada la tributación sobre los inmuebles rurales. Mientras tanto, esta era una 
seguridad que se daba teniendo en cuenta la debilidad que tiene -y que quedó manifiesta pese al mensaje que 
hoy nos dieron los trabajadores- una agencia de recaudación de un recurso propio en un organismo de 
enseñanza. Podrá haber dificultades, fundamentalmente al ampliarse la cantidad, el universo de 
contribuyentes en un sector que es más difícil de controlar que el de los inmuebles urbanos y suburbanos. Por 
eso también nos parece muy correcta la posibilidad de darle el instrumento a la actual gerencia de recursos 
propios de primaria, para que la morosidad en este tema también afecte la emisión de los certificados únicos 
de la Dirección General Impositiva, en la medida en que ahora tenemos la posibilidad de hacer cruzamientos 
de información, tanto respecto del Irae como del Irpf o de los demás impuestos que gravan al sector 
agropecuario. 


Este es un proyecto que viene a cumplir con un compromiso electoral y entendemos que es bueno para la 
solución tributaria del país en lo que tiene que ver con los objetivos de equidad, de eficiencia y de estímulo a 
la inversión. En la línea de lo que fue la reforma tributaria; pretendemos que se apruebe en el día de hoy, 
teniendo en cuenta la consulta que anunciamos que íbamos a realizar sobre el artículo 1”. Obviamente, si 
algún otro legislador quiere hacer otra consulta al doctor Cajarville, la incluiremos en ese pedido, que hasta 
ahora siempre nos ha dado buen resultado, porque él siempre ha demostrado extrema dedicación para atender 
los requerimientos del Parlamento y en particular de esta Comisión. 


Muchas gracias. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Queremos hacer alguna puntualización, porque aquí se hizo referencia a la 
forma de tributación del sector agropecuario en lo que tiene que ver con los aportes a la seguridad 
social y, en realidad, es también una forma de gravar el factor tierra claramente discriminatoria con 
relación a la imposición en materia de contribuciones a la seguridad social que realizan otros sectores 
de la economía. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Alfredo Asti) 


——_Nuevamente se incluye la idea de gravar el factor tierra como un factor de tenencia, como un impuesto 
especial. Nos parecía importante dejar salvada esta posición, porque entendemos que es una forma de 
contribuciones sociales que no condice con lo que deben ser los criterios equitativos que se deben mantener 
en cuando a la forma de imposición. 


Además, queríamos hacer referencia al tema que se ha manejado en el ámbito de la comisión y también por 
parte del subsecretario de Economía y Finanzas cuando nos visitó. 


El proyecto que tenemos a estudio restablece -por utilizar el mismo término que figura en el proyecto; a 
nuestro juicio, debería decir "establécese", porque cuando discutamos el artículo 1%, notaremos que el 
artículo 636 de la Ley N* 15.809 al que se hace referencia fue modificado- el impuesto anual de enseñanza 
primaria y, en todo caso, lo que busca es aplicar un impuesto a los inmuebles rurales. 


En la medida en que este proyecto aplica un impuesto a los inmuebles rurales y no establece una referencia 
especial a lo que en su momento significó la exoneración para el sector forestal, está gravado. Esas 
exoneraciones se establecieron por vía de la ley y esta ley, que es posterior, está nuevamente estableciendo 
una imposición a los inmuebles rurales. 


No compartimos la interpretación que hacía el señor subsecretario de Economía y Finanzas. Nos parece que 
una ley posterior, que no hace expresa mención a que esas exoneraciones se mantienen, lo que hace es 
establecer esa imposición para todo tenedor de inmuebles rurales, salvo las exoneraciones que se establecen a 
posteriori. 


Que se diga que esto queda exonerado porque lo establece una ley anterior nos parece que, desde el punto de 
vista jurídico, no tiene ningún tipo de sostén. Si se quiere establecer concretamente una exoneración, se tiene 
que poner en el texto que fija la nueva imposición -porque, en los hechos, esto es una nueva imposición- 
referencia a los artículos de la ley sobre promoción forestal del año 1987, pero no lo hace y como no lo hace, 
para nosotros claramente caen esas exoneraciones allí establecidas. 


Ese es un concepto que queríamos dejar claro. Eso es lo que nosotros interpretamos con relación a este tema 
que, por cierto, ha dado diversas discusiones en el ámbito de la comisión. 


SEÑOR CASARETTO (Federico).- Cuando comenzó la discusión habíamos realizado algunas 
precisiones. Recordamos en primer lugar lo que había sido una acción de lesión de autonomía que 
había presentado, en su momento, todo el gobierno departamental de Maldonado, con el apoyo de 
todos los partidos políticos, por la inconstitucionalidad que entendíamos que esto significaba. 


En esta Cámara, en distintos períodos parlamentarios hemos hecho mención a este tema y a la injusticia que 
para nosotros significa este impuesto, ya que grava a un gran sector de la población y se destina únicamente a 
un área. 


Quiero recordar, por ejemplo, declaraciones del senador Ernesto Agazzi de hace dos o tres meses, diciendo 
que, a la larga, este es un impuesto que debe eliminarse y que es ridículo que exista un impuesto para cada 
cosa. ¿Por qué para Primaria y no para UTU? 


Por otro lado, la ley de presupuesto del año 1996, que había eliminado el impuesto de primaria tal como 
estaba previsto en ese momento, se acompañó de una derogación del Imagro y se creó el IRA y el Imeba. 
Además, hubo un acuerdo de que los productores pasarían a aportar a través de Rentas Generales y el 
Gobierno central sería el encargado de transferir al Consejo de Educación Primaria los montos equivalentes a 
este impuesto desde el año 1995. 


Además, en su momento, cuando se discutió la reforma tributaria, en los años 2006 y 2007, nosotros 
volcamos al Ministerio de Economía y Finanzas formas de financiar lo que podía significar la eliminación de 
este impuesto, como por ejemplo, aplicar el IVA a los cigarrillos, algo que, además, se condescendía con la 
posición del presidente, doctor Tabaré Vázquez en su combate al tabaquismo. Sin embargo, se agregó el IVA 
a los cigarrillos, no se eliminó el impuesto de primaria y se siguió recaudando mucho más de lo que el 
Gobierno preveía. 


Por estas razones y, además, por las que han explicitado los señores diputados Gandini y Posada en cuanto a 
que es un gravamen al sector productivo, no estamos en condiciones de votar este proyecto. Es una posición 
del sector que queremos transmitir. 


Obviamente, presentamos y acompañamos los aditivos. Creemos que lo que hemos sugerido a la comisión 
haría más perfectible la aplicación de este impuesto, sobre todo, al destino de las escuelas rurales, al tema del 
gravamen a los inmuebles forestales, etcétera. 


Esto es lo que queríamos decir, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Asti).- Si me permiten, voy a leer el artículo 43 de la Ley_N* 15.939 
que dice: "Las exoneraciones y demás beneficios tributarios establecidos en la presente ley,' -estamos 
hablando de la ley de forestación- "alcanzan a todos los tributos que en el futuro graven genéricamente 
a las explotaciones agropecuarias, a sus titulares en cuanto tales, o a sus rentas. Ellos regirán por el 
plazo de doce años, a partir de la implantación de los bosques calificados según el artículo 39 de la 
presente ley", que era el que determinaba que estos inmuebles estaban exonerados de toda tributación 
nacional o departamental. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Tengo perfectamente claro qué es lo que dice la ley forestal. Pero cuando se 
establece un impuesto, si directamente no se hace mención a que esa exoneración es aplicable, la ley 
posterior deroga lo anterior. Eso es así. 


Si se establece un nuevo impuesto y en él no se hace una referencia expresa, claramente, esa ley posterior 
está eliminando esas exoneraciones anteriores. 


SEÑORA GALÁN PÉREZ (Lilián).- Voy a hacer algunas puntualizaciones en general con respecto al 
proyecto de ley. 


Quiero decir que todos los factores de producción, que son la tierra, el trabajo y el capital, aportan. Son los 
recursos que se tienen para crear bienes y, por lo tanto, aportan según el poder contributivo que tengan. Eso 
es, precisamente, la justicia social, es decir, tratar diferente a quienes son diferentes. Por ejemplo, las escuelas 
de contexto crítico tienen una situación diferente y, por lo tanto, será Enseñanza Primaria la que decidirá cuál 
es el destino de este impuesto. Justicia tributaria es que se aporte según el poder contributivo que se tenga, y 
no el poder de tenencia. 


Otro tema que me interesa remarcar es el relativo a que la escuela pública es una sola y es ANEP la que 
deberá destinar los recursos según las necesidades de la escuela pública. No creemos que seamos nosotros, 
los legisladores, quienes valoremos dónde están las necesidades de la escuela pública porque, en realidad, no 
manejamos esa información. En este caso, la justicia tributaria será destinarle a la ANEP los recursos para 
que los distribuya según las necesidades que entienda que tiene la escuela pública en general, porque la 
escuela pública es una sola para todo el país. Es por eso que decía que las escuelas de contexto crítico, 
quizás, tengan más necesidades que las escuelas rurales. 


Otro tema que deseo puntualizar tiene que ver con la reforma de la DGI: se hizo para lograr una mayor 
eficiencia en la recaudación y crear un solo órgano recaudador; por lo tanto, posee toda la información y el 
personal calificado y exclusivo para esa tarea. Me parece que, en este caso, la DGI sería el órgano recaudador 
centralizado porque, precisamente, es el que tiene todas las capacidades para recaudar el impuesto. 


Hace un rato recibimos a los funcionarios de Impuesto de Primaria y nos decían que eran 42 funcionarios, 
pero que en el interior no los tenían. Dijeron que los funcionarios de Impuesto de Primaria en el interior 
hacían la parte de formularios, pero que la recaudación se realizaba a través de un servicio tercerizado de 
agencias de cobranza. Entonces, no se trata de la mayor eficiencia que pueda tener el organismo recaudador 
que, a partir de la reforma, va a ser la DGI. 


SEÑOR MENDIONDO (Constante).- Me interesa hacer uso de la palabra porque, desde que estoy en 
la Cámara, muchas veces me he preguntado en qué lugar estoy, porque se ha transformado todo lo que 
sentí que habíamos hecho durante años. Entonces, me planteo si la ley sobre forestación -que hoy es 
reconocida por todos y cuyo empleo está en segundo lugar, después de la granja- tiene un impacto muy 
importante. 


Fue con el Gobierno del año 2005 cuando se empezaron a poner algunas cosas en orden. Por ejemplo, los 
padrones de aptitud forestal que demostraban que hasta el 60% tenían un índice Coneat 100, hasta ahí se 
plantaba todo, y había pedazos de padrones, de tierras productivas importantes que plantaban árboles y 
retiraban la producción de vacas, ovejas, tambo. Eso se hizo a partir de un decreto de mayo de 2005 por el 
que se corrigieron deficiencias anteriores. Es decir que hubo una actitud del Estado importante para defender 


lo que significaba la producción en el país, porque se compraban campos enteros y se forestaba todo. Digo 
esto para marcar algunas políticas que tienen que ver con este tema. 


Lo relativo a la contribución inmobiliaria se dio en el año 2008, pero solamente estaban exoneradas por 12 
años. Esto lo tienen claro. Días atrás tuve entrevistas con gente vinculada a la forestación, y sé que ellos no 
quieren ser discriminados o tratados diferente que el resto de los productores de este país. Ellos pagan, y 
saben que 12 años tienen que ver con la primera producción. Seguramente que a los ganaderos les tendrían 
que dar cuatro, o lo que les cueste llegar a engordar un novillo. Nadie se considera excluido. Por ejemplo, en 
algunos de los montes de Forestal Oriental se aplican determinadas técnicas que levantan todo el monte una 
vez que hacen la primera cosecha, y vuelven a implantar. Para ellos la interpretación que hizo el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca es la correcta, porque el monte estaba. Reitero que la exoneración tiene 
que ver con la primera cosecha. 


En los hechos, creo que todo el mundo va a tributar. Los forestales no van a reclamar esas cláusulas, porque 
lo de los 12 años ha sido claramente explicitado en la ley forestal. En definitiva, esto se hace en congruencia 
con lo que es el sistema tributario uruguayo, es decir, que el que tenga más pague más y acá no hay 
excluidos. 


Cuando se habla de hasta 300 hectáreas -en ese sentido, tengo alguna diferencia con el señor diputado 
Posada-, en realidad, el sistema tributario y la tributación del BPS no corresponde al Gobierno que asumió en 
2005, sino que viene de antes. 


Me parece lo más lógico castigar a la tierra improductiva, porque no es lo mismo que una persona tenga 
lingotes de oro que se le ocurra tener 1.000 hectáreas como inversión y quitar la función social de la tierra. Es 
una cuestión de lógica, la naturaleza de las cosas es diferente. 


Más allá de las cuestiones técnicas -en las que no me voy a meter porque no son mi fuerte-, hay cosas que me 
hacen sonrojar. 


Pertenezco al departamento de Río Negro, donde siempre se piden escuelas rurales, pero algunas habían sido 
cerradas y ahora funcionan con tres chiquilines y están impecables. Las cocineras de las escuelas rurales, 
como las de Salud Pública y de otros organismos, toda la vida estuvieron en negro y quien las regularizó fue 
el Gobierno del 2005. Podemos tener diferencias en cuanto a la naturaleza de lo que llevamos adelante, pero 
no nos pongan de este lado cuestiones de las que nos sentimos orgullosos porque son congruencias históricas; 
se ha buscado que tribute más el que tenga más. 


Cuando uno habla con los empresarios forestales advierte que ellos tienen terror a los tributos que caen en 
saco roto. Por ejemplo, nosotros teníamos terror a la tasa forestal porque no sabíamos a dónde iba a parar. Me 
refiero a una Intendencia que depende en un 56% de tributos de recaudación nacional y que hace el bacheo 
con el Fondo de Desarrollo del Interior y que lo único que ha hecho es pasar de 750 a cerca de 2.000 
empleados. Nadie en su sano juicio, que tenga que usar carreteras o rutas, graciosamente, va a querer sumarse 
a una tributación, más aún si se lo consultan. 


Hay elementos en la historia de lo que se ha hecho con la forestación en el país. El Frente Amplio empezó a 
cobrar la Contribución en 2008 y puso en orden los campos de aptitud forestal. Con respecto a la devolución 
que se ha dado a partir del presupuesto nacional a la enseñanza primaria en el interior profundo, tenemos que 
ir, visitar las escuelas, ver lo que se ha hecho y hablar con las viejas cocineras y empleadas para saber cuál 
era la realidad de antes y cuál es la de ahora. 


Por último, quiero decir que yo fui dirigente sindical y sé que el que no llora, no mama; lo que hicieron los 
muchachos de Primaria está bien pero no se sostiene con nada. En este país no se sabe cuál es la morosidad. 
¿Saben cuándo se entera la gente? Cuando tienen que ir a buscar un certificado y se cruza la información. 
Cantidad de gente no sabía que tenía que pagar el Impuesto de Primaria. No hay gestión de ese impuesto. Es 
más razonable que la organización especializada e idónea, lo haga. Sin embargo, ello no significa que no se 
respeten las condiciones de trabajo de la gente. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Javier).- No se presentó este proyecto por ser una propuesta de la campaña 
electoral sino porque es razonable, es justo y es conveniente por su contenido. 


El impuesto ya existió y fue votado por todos los partidos políticos en el año 1986. Es cierto que cualquiera 
puede cambiar su opinión en lo personal o como partido, pero lo que aquí se hace es restablecer un impuesto 
que fue votado por todos los partidos políticos. 


Todos sabemos que Uruguay es el primer país de Iberoamérica en tener electrificadas todas sus escuelas; 
también va a ser uno de los primeros países en tener agua potable en todas sus escuelas. Ambas cosas se 
lograron sin el impuesto. Hemos avanzado en cuanto a la calidad de vida de quienes van a las escuelas rurales 
pero también de quienes están en su entorno; debemos recordar que no solo los chiquilines sino también 
muchos vecinos de los alrededores usufructúan la electricidad de las escuelas. Y para eso no fue necesario el 
impuesto. Por eso nos parece muy bien esta forma de seguir recaudando. Siempre habrá carencias y el 
mejoramiento de los traslados del personal de las escuelas es un problema y un reclamo que está todos los 
días arriba de la mesa 


En cuanto a las exoneraciones en el sector forestal, fueron reglamentadas en el primer Gobierno de la década 
de los noventa cuando había una asesora forestal del Presidente de la República de la época en la Dirección 
Forestal. Fue en ese momento que se definió la exoneración absoluta de todos los proyectos forestales de 
cualquier tipo; no fue el Gobierno del Frente Amplio. Un decreto de 2007 determinó que los inmuebles 
forestados con plantaciones para pulpa hoy paguen Contribución Inmobiliaria y sean beneficiadas, 
principalmente, las intendencias del interior del país. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Dentro de nuestro informe en minoría vamos a citar un trabajo que 
realizara hace unos cuantos años el ingeniero agrónomo Carlos Paulino -a quien, seguramente, 
recordará el señor diputado Mendiondo porque pertenecía al Nuevo Espacio y fue asesor de los 
gobiernos del Frente Amplio- junto a Silvia Lain. En ese análisis se advierte el impacto profundamente 
negativo que significó la imposición al factor tierra, para el desarrollo del sector agropecuario. Ese 
trabajo es una referencia en la materia. Durante muchos años, Uruguay sufrió prácticas con resultados 
lamentables como el Improme, el impuesto a la productividad mínima exigible, que fueron 
absolutamente desestimulantes para las explotaciones agropecuarias. Si uno revisa esa literatura, se da 
cuenta de que, claramente, más allá de la valoración como idea de "el que tiene más, que pague más", 
en realidad, eso se ve a través del impuesto al patrimonio y, sobre todo, a partir de la renta que se 
genera con la venta de los inmuebles rurales. Es allí donde debería hacerse hincapié en el gravamen a 
la tierra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se pasa ala discusión particular. 


(Se vota) 


Ocho en once: AFIRMATIVA. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quiero dejar constancia de que el Partido Independiente votó en forma 
negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 1. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Sin perjuicio de que aclaramos que no vamos a votar los artículos -excepto 
el 5”, el 6” y el 7”, que refieren a que este impuesto pase a ser administrado por la DGI- quiero 
referirme a este artículo 1”. 


El Senado corrigió la redacción que había planteado el Poder Ejecutivo. Desde el punto de vista de la técnica 
legislativa, lo correcto, lo más adecuado, habría sido modificar el artículo 636 de la Ley N* 15.809 del 8 de 
abril de 1986 y en su primer inciso incorporar a los inmuebles rurales, como supieron estar hasta el cambio 
de este artículo por el artículo 687 de la Ley_N* 16.736, del 5 de enero de 1996. 


Está claro que no se puede restablecer lo que no existe. Se ponía como ejemplo el criterio que habíamos 
tenido cuando se votaron las modificaciones al Código Aduanero, pero la norma que restablecimos entonces 
era la inmediata anterior, la que estaba vigente hasta la entrada en vigencia del nuevo código. En este caso, en 
el artículo 1” se hace referencia concreta al artículo 636 de la Ley N* 15.809 y siguientes y las leyes 


modificativas y concordantes. El artículo 636 dice que se establece un impuesto anual de enseñanza primaria, 
que gravará a las propiedades inmuebles urbanas y suburbanas. Y hay un segundo problema que tampoco fue 
considerado en el proyecto del Senado y es que el segundo inciso de este artículo 636 -que no fue derogado 
por el Senado y, por lo tanto, va a seguir vigente- preveía que "El Poder Ejecutivo transferirá de la 
recaudación del Imeba e IRA al Consejo de Educación Primaria igual importe a valores constantes al 
recaudado en 1994 por los inmuebles rurales". Esto sigue vigente y va a seguir vigente porque no se modificó 
el artículo 636, que es lo que se debió haber hecho. 


Creemos que este proyecto tiene una redacción muy defectuosa. Más adelante nos vamos a referir a otros 
artículos que demuestran que esa situación se ha dado y que su interpretación va a generar problemas, salvo 
que el decreto reglamentario que se dicte ponga los puntos sobre las ies en lo que refiere a la interpretación 
del mismo. 


Reitero que este proyecto de ley adolece de grandes carencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La redacción que el señor diputado Posada acaba de leer es la dada por la 
Ley 16.736, del 5 de enero de 1996, no el artículo original de la Ley_N” 15.809, que es el que se 
restablece. Por algo hacemos mención a las modificativas y concordantes. 


El artículo que se restablece, tal como está señalado en el artículo 1%, es lo que se disponía en el artículo 636 
original, que incluía todas las propiedades inmuebles. 


Estamos de acuerdo en que en la Comisión surgen distintas interpretaciones y por eso será esta es una de las 
consultas que le haremos al doctor Cajarville, teniendo en cuenta los antecedentes que nos dio con respecto a 
otro artículo que también hablaba de restablecer vigencias de leyes que habían sido derogadas. Está la 
posibilidad de la doble interpretación; por tanto, esperaremos la respuesta para fijar la sesión correspondiente 
de la Cámara, que será una extraordinaria o bien la primera del mes de julio. 


No creo que debamos abrir debate; están las dos interpretaciones planteadas en la Comisión. Nosotros 
entendemos que con esta redacción se logra restablecer uno de los sujetos pasivos o de los hechos 


generadores que fueron excluidos en 1996, volviendo a la situación de 1986, o sea, a la Ley_N” 15.809, a la 
que hace referencia el artículo en cuestión. 


SEÑOR POSADA (Iván).- ¿Cuál es el artículo 636 vigente? Porque el artículo 636 vigente es el que fue 
modificado por el artículo 687 de la Ley N” 16.736, que le dio una nueva redacción. Esa es la realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 1. 


Hay un inciso aditivo que figura en la Hoja N* 1, presentado por el Partido Nacional. 


(Texto del inciso aditivo:) "Las exoneraciones establecidas para el sector forestal en el artículo 39 de la Ley 
15.939, de 9 de febrero de 1988, no serán de aplicación para lo dispuesto en el inciso anterior". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1” del proyecto. 
(Se vota) 


Ocho en once: AFIRMATIVA. 


En discusión el inciso aditivo que figura en la Hoja N” 1. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


———Cuatro en once: Negativa. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Al no haber, en lo que tiene que ver con la nueva imposición, una referencia 
expresa a los aspectos vinculados a la ley de promoción forestal, no hay un "sin perjuicio" para 
establecer el impuesto, para nosotros esas exoneraciones quedan derogadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después de la fundamentación de voto del aditivo, creemos que este es un 
tema que podremos considerar en otra oportunidad y no dentro de este impuesto. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quiero dejar constancia de que cuando se vote el artículo 2” me voy a 
retirar de Sala, en la medida en que me alcanza por establecer una exoneración en relación a este 
impuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con diez diputados presentes en Sala y al retirarse el diputado Posada, 
pasamos a considerar el artículo 2", que es el que establece exoneraciones. 


Hay un sustitutivo del artículo 2” que figura en la Hoja N* 2, presentado por el Partido Nacional. 


(Texto del artículo sustitutivo:) "Los propietarios, promitentes compradores, usufructuarios o poseedores de 
padrones rurales que en su conjunto no excedan de trescientas hectáreas índice coneat 100, estarán 
exonerados del pago del impuesto anual de enseñanza primaria. También estarán exonerados del pago de 
dicho impuesto todos los predios destinados a Colonización.- Para tener derecho al beneficio establecido en 
el inciso primero del presente artículo, quienes se encuentren dentro de dicha situación deberán presentar ante 
el organismo recaudador, dentro de los ciento veinte días del ejercicio que se desee exonerar, declaración 
jurada con detalle del total de dichos padrones al primero de enero anterior, con indicación del 
correspondiente valor real de cada uno, así como la correspondiente documentación del Banco de Previsión 
Social y de la División Contralor de Semovientes del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca". 


Los señores diputados tienen el artículo 2” que viene en el proyecto de ley aprobado por el Senado, por 
tanto, no le daremos lectura ya que lo hemos discutido con la presencia del Ministerio de Economía y 
Finanzas y de Ganadería, Agricultura y Pesca y las entidades rurales. Lo pondremos a votación y en caso de 
ser afirmativa, queda desechado el sustitutivo leído por la Secretaría y presentado por el Partido Nacional. 


En discusión el artículo 2” del proyecto que proviene del Senado. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Seis en diez: AFIRMATIVA. 


(Ingresa a Sala el señor representante Iván Posada) 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Queremos dejar constancia que respecto al artículo 2? vamos a 
presentar un aditivo en Sala, para la exoneración del impuesto por las 300 primeras hectáreas; el 
predio que sobrepase ese número, empezaría a pagar 


SEÑOR POSADA (Iván).- Quiero dejar una constancia respecto a este artículo 2” que acaba de votar 
la Comisión, que no contempla una serie de situaciones que claramente están gravadas y que, en todo 
caso, no han sido consideradas desde el punto de vista de las exoneraciones. 


A mi juicio, la propuesta que hacía el sector de Alianza Nacional del Partido Nacional tenía que ver 
justamente con estos aspectos que van a quedar gravados, que no han sido salvados por el proyecto y a lo que 
se hace referencia en el artículo 637, que señala lo siguiente: "Serán contribuyentes de este impuesto los 
propietarios de los inmuebles, los poseedores, los promitentes compradores de los mismos con compromiso 
inscripto y los usufructuarios". De estas situaciones, solo están contemplados los propietarios, tal como lo 
establece la redacción que se acaba de aprobar por mayoría en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este texto es exactamente el mismo que determina la exoneración para la 
contribución inmobiliaria rural de acuerdo a la Ley N* 17.296. 


En discusión el artículo 3%, tal como viene del Senado. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Diez en once: AFIRMATIVA. 


Se pasa a considerar el artículo 4” del proyecto. 
Hay un sustitutivo que figura en la Hoja N* 3, presentado por el Partido Nacional. 
(Texto del artículo sustitutivo:) 


"La transferencia de recaudación del Poder Ejecutivo al Consejo de Educación Primaria, previsto en el 

inciso segundo del Artículo 636 de la Ley N* 15.809 de 8 de abril de 1986, en la redacción dada por el 
artículo 687 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, se mantendrá vigente a partir de la entrada en 
vigencia de la presente Ley.- La Administración Nacional de Educación Pública remitirá al Ministerio de 
Economía y Finanzas, dentro de los ciento veinte días de iniciado el ejercicio o de vigencia de la presente ley, 
el plan anual de ejecución a ser financiado con el impuesto anual de enseñanza primaria, de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 645 de la Ley N” 15.809, de 8 de abril de 1986, incluyendo la transferencia dispuesta 
en el inciso anterior.- Facúltase al Ministerio de Economía y Finanzas a habilitar los créditos presupuestales 
correspondientes, al amparo de la presente ley". 


En discusión el artículo 4”, dejando la constancia de que, en caso de salir afirmativo, se desecha el 
sustitutivo leído por Secretaría y presentado por el Partido Nacional. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Seis en once: AFIRMATIVA. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- El Partido Colorado está de acuerdo con que quede vigente la 
transferencia, para asegurarnos que Educación Primaria tenga mayores recursos. 


La instancia presupuestal será otro cantar. Aquí, según la forma en que planteábamos votar, nos 
asegurábamos de que Primaria tuviera más recursos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 5” remitido por el Senado. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Nosotros vamos a acompañar este artículo, pero advertimos que tiene una 
redacción defectuosa, en un error que habitualmente se comete. 


Este artículo 5” hace referencia al artículo 80 del Título I del Texto ordenado. En realidad, debiera hacer 
referencia a la ley que estableció este artículo 80. El texto ordenado es un decreto del Poder Ejecutivo y, por 
tanto, no debería tener referencia desde el punto de visa legal. Acá se comete este error que, a mi juicio, si 
bien puede interpretarse correctamente, en los hechos no es lo que corresponde desde el punto de vista legal. 


Si se modifica el proyecto, sería bueno también modificar esto y ponerlo como corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por los aspectos formales, la fuente de este artículo es la Ley de Presupuesto 
N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, en lo que tiene que ver con el inciso tercero. 


Hay otros agregados a este artículo, que quizás sean los que más tienen relación con este tema de adicionar o 
facultar a suspender la vigencia de los certificados que están en los Decreto Leyes N* 14.252, 14.664 y 
14.948. 


No es la primera vez que se modifica un artículo del texto ordenado, que tiene base legal y que ha autorizado 
al Poder Ejecutivo a recopilar esa norma legal. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Vamos a acompañar el hecho de que el tributo de enseñanza primaria pase 
a ser administrado y percibido por la Dirección General Impositiva. No nos parece una norma de 
buena administración que haya agencias de recaudación establecidas en organismos que nada tienen 
que ver con los aspectos impositivos. Nos parece que esta es una cosa de orden y que no debió haber 
nacido así. Creo que el hecho de haber establecido una organización para la percepción de este 
impuesto de Primaria fue un error, cuando correspondía que la Dirección General Impositiva fuera la 
encargada de la percepción de este impuesto, como de los otros que están establecidos en nuestro 
sistema tributario. Con ese fundamento acompañaremos los artículos 5%, 6” y 7". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5”. 


(Se vota) 


Ocho en once: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 6”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Siete en once: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 7”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho en once: AFIRMATIVA. 
Se han presentado varios artículos aditivos. 


Hay un artículo aditivo que figura en la Hoja N* 4. presentado por el Partido Nacional, que pasaría a ser el 
artículo 9” del proyecto. 


(Texto del artículo aditivo: ) 
"La totalidad de lo recaudado por el impuesto anual de enseñanza primaria a los inmuebles rurales estará 
destinado a inversiones, gastos de funcionamiento, locomoción escolar y retribuciones a personal de servicio 


de las Escuelas Rurales de todo el país.- La ANEP incluirá en cada rendición de cuentas un informe detallado 
del destino de dicho impuesto". 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Tres en once: NEGATIVA. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Hemos votado negativamente desde el punto de vista conceptual, puesto que 
entendemos que para una mejor gestión de los recursos estos deben ser administrados por la ANEP y 
tienen que ser destinados allí donde mejor se entienda que contribuyen a mejorar la educación pública. 
Me parece que ese es el concepto que debe primar en el sentido de hacer la mejor administración 
posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hacemos nuestro su fundamento de voto. 


Hay otro artículo aditivo que figura en la Hoja N* 5 A. presentado por el Partido Colorado, que pasaría a ser 
el artículo 8* del proyecto. 


(Texto del artículo aditivo: ) 


"La totalidad de lo recaudado por el impuesto anual de enseñanza primaria a los inmuebles rurales estará 
destinado a inversiones, gastos en materiales educativos y locomoción escolar en las escuelas rurales del 
país.- La distribución del total del monto recaudado por el Impuesto se realizará por departamento en 
atención al número de alumnos concurrentes a las escuelas rurales de cada uno de los departamentos.- El 
producido del Impuesto será administrado por la Administración Nacional de la Educación Pública por 
intermedio de la Gerencia de Recursos Propios". 


En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
———Cuatro en once: NEGATIVA. 


Ha quedado aprobado el proyecto. 


SEÑOR CASARETTO (Federico).- Quisiera solicitar que cuando la bancada del Frente Amplio tenga 
decidido en qué fecha será la sesión extraordinaria, lo comunique a la brevedad, a los efectos de que los 
diputados del interior podamos planificar nuestra concurrencia. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Asti).- Esa es una resolución que toma la coordinación 
multipartidaria, no solamente la bancada del Frente Amplio. 


Nosotros vamos a preparar los informes para el lunes, como habíamos quedado. Lo que sí haremos llegar 
inmediatamente que esté en nuestro poder es la respuesta del doctor Cajarville a la consulta que le 
realizaremos sobre el artículo 1”. 


Corresponde elegir el miembro informante por la mayoría. 


(Diálogos) 


Se propone al quien habla para ser el miembro informante por la mayoría. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Por cuestiones reglamentarias, no puedo hacer un informe diferente al 
que hace la mayoría, porque no puede haber dos informes en mayoría. Por lo tanto, voy a firmarlo con 
salvedades y a explicitar, brevemente, algunos aspectos de mis diferencias. 


Solicito que nos avisen rápidamente cuál es la respuesta del doctor Cajarville, porque el artículo 1* es el 
único que voté. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Asti).- En la tarde de hoy haremos la consulta al doctor Cajarville. No 
puedo definir cuándo responderá. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- En nombre del Partido Colorado también firmaré el informe en 
mayoría con salvedades y luego fundamentaremos las diferencias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alfredo Asti).- Por lo tanto, habrá tres informes, uno en mayoría, con 
salvedades, y dos en minoría, uno presentado por el señor diputado Casaretto y otro, por el señor 


diputado Posada. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nádcin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


